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Presentación

			Tenemos el segundo número de la Gaceta de Jurisprudencia Laboral Latinoamericana con la incorporación de la jurisprudencia brasileña en sus páginas. Como señalamos en nuestro número debut del año pasado, la Gaceta tiene por objetivo suplir la ausencia de una revista regional que muestre la evolución de las más importantes sentencias que se producen en nuestros países. Por ello, un grupo de laboralistas de la región tomamos la iniciativa de unir esfuerzos para remediar esta ausencia, de modo que en base a la común estructura normativa de nuestros ordenamientos nacionales (derecho del trabajo, seguridad social y derecho procesal del trabajo) y agregando el sustancial aporte de la jurisprudencia laboral y procesal de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, hemos logrado seleccionar sentencias judiciales relevantes.

			La primera materia que abre la revista es la “libertad sindical”, analizada en cuatro sentencias, aunque la primera sentencia argentina que analiza la reforma laboral impulsada por el gobierno de Milei cubre un mayor número de materias.

			La Gaceta se inicia con la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre el contenido del derecho a la negociación colectiva (caso SUTECASA vs. Perú), donde por primera vez el Alto Tribunal aborda el contenido de este derecho en un caso contencioso. El análisis a mi cargo se divide en dos secciones: por un lado, la violación de las garantías judiciales ante la falta de ejecución de una sentencia constitucional que protege la aplicación de un convenio colectivo; por el otro, la construcción jurídica que efectúa la Corte Interamericana para identificar si el derecho a la negociación colectiva está recogido en el sistema interamericano de derechos humanos y si está protegido por la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

			

			Luego se abordan de manera conjunta las dos sentencias argentinas emitidas por la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo en el caso CNT 56862/2023, “Confederación General del Trabajo de la República Argentina c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ acción de amparo”, donde se aborda la validez constitucional del ejercicio de facultades legislativas por parte del Poder Ejecutivo en los Decretos de Necesidad y Urgencia (DNU) – Estado de “emergencia” y derechos sociales. El profesor César Arese aborda, con la inteligencia jurídica que le caracteriza, un profundo análisis de la admisión de la medida cautelar y de la sentencia definitiva de la acción de amparo que detuvo judicialmente la reforma laboral emprendida por el gobierno de Milei. Aunque, como nos recuerda Arese, estas sentencias están bajo la revisión de la Corte Suprema, esto no impide adentrarnos en valorar las principales medidas del Gobierno y confrontarlo con el texto constitucional argentino. Cuando se publique la sentencia de la Corte Suprema lo tendremos analizado en nuestra Gaceta.

			Continúa con el caso Sindicato Unido de Trabajadores y Empleados del PAMI SUTEPA c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ juicio sumarísimo de Argentina desarrollado por la profesora Andrea García Vior, que analiza la sentencia de la Corte Suprema sobre la reclamación de una organización sindical inscrito con representación minoritaria para que se le permita convocar a elecciones de delegados. La controversia es la declaración de inconstitucionalidad de la Ley de Asociaciones Sindicales que prescribe que solo podrán actuar como delegados de personal los afiliados a una organización sindical con personería gremial (más representativa) que fueran elegidos en un proceso electoral convocado por este tipo de asociaciones —a quienes se le reconocen ciertos derechos exclusivos en función de su mayor representatividad—.

			El caso Pactos Colectivos ventilado ante la Corte Constitucional de Colombia, donde el Alto Tribunal resuelve la demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 481 del Código Sustantivo de Trabajo y el art. 70 de la Ley 50 de 1990, por considerar que son contrarios a los artículos 4 del Convenio 98 y 2 y 3 del Convenio 154 de la OIT que hacen parte del bloque de constitucionalidad. La profesora y exmagistrada suprema Clara Dueñas analiza el fallo constitucional sobre la coexistencia de pactos y convenciones colectivas dentro de una misma unidad empresarial, complementado con los pronunciamientos de los órganos de control de la OIT que le ha señalado a Colombia.

			La segunda materia es la “prohibición del trabajo forzoso u obligatorio”. Esta tiene el análisis del Pleno Jurisdiccional de las Salas Penales de la Corte Suprema del Perú del 2023, donde los magistrados discuten un marco de aplicación de los delitos de trata de personas, esclavitud, servidumbre y trabajo forzoso, en base a lo establecido por el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Trasnacional, el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, el Convenio 29 de la OIT, Convención suplementaria sobre la abolición de la esclavitud, la trata de esclavos y las instituciones y prácticas análogas a la esclavitud. La profesora María Katia García hace el esfuerzo por vincular las instituciones penales con la perspectiva laboralista de la materia, de modo que en ese espacio común exista un diálogo jurídico.

			La tercera materia es el “reconocimiento de la relación laboral a partir de dos sentencias”. En el caso Recurso de Agravo Regimental en la Reclamación de N.º 57.918 (Río de Janeiro) ante el Supremo Tribunal Federal de Brasil, la profesora Thereza Nahas, desde un punto de vista crítico, cuestiona la posición asumida por el Alto Tribunal sobre la calificación de un trabajador como autónomo, sin considerar el contexto de la descentralización productiva y los cambios producidos en el mundo del trabajo, de modo que desde una legislación vetusta se pretende continuar con esta tarea jurídica. Del mismo modo, el profesor Alejandro Castello aborda la sentencia de la Suprema Corte de Justicia de Uruguay en el caso Pernas, Rodrigo y otros vs. Asociación Española Primera de Socorros Mutuos (ASESP) y ANCAP que aborda la demanda de dos cirujanos a los que se les calificaba de trabajadores autónomos, cuando ellos sostienen que su prestación era de carácter laboral.

			

			La cuarta materia es la “terminación de la relación de trabajo” con dos sentencias, la primera colombiana y la segunda venezolana. En el caso colombiano, la Corte Constitucional, en ejercicio de su función de control concreto de constitucionalidad, analiza el despido de un trabajador por falta grave asociada al consumo de sustancias psicoactivas. A partir de esta decisión, la profesora Fanny Ramírez desarrolla un estudio crítico sobre el alcance de la justa causa de despido y su relación con los derechos fundamentales laborales. Su análisis articula esta figura con el derecho a la seguridad y salud en el trabajo, así como con el contenido normativo de los Convenios 111 y 158 y las recomendaciones 111 y 166 de la OIT, proponiendo un marco jurídico integral para interpretar este tipo de desvinculación laboral. El profesor César Carballo aborda el caso Martha B. Quintini W. vs. Vocen 2013 Teleservicios, S. A., donde el Tribunal Supremo de Justicia venezolano analiza en términos sustantivos y procesales la reclamación indemnizatoria por un despido injustificado de una trabajadora de dirección. El colega venezolano nos hace un recorrido por la legislación venezolana sobre la materia, permitiendo con ese enfoque atisbar una comparación con nuestra propia legislación y jurisprudencia nacional.

			La quinta materia sobre el “derecho a la seguridad social” es desarrollada por el profesor Carlos Reynoso, en base al caso de mujeres trabajadoras en la industria de la maquila, donde el Primer Tribunal Colegiado en materia civil y de trabajo del Décimo séptimo circuito mexicano resuelve la controversia. Como resalta Reynoso sobre la sentencia, existe la obligación de los tribunales tener presente la situación laboral de vulnerabilidad que sufren las mujeres en la industria de la maquila, para lo cual no solo deben apoyarse en la legislación nacional, sino tener muy presente los casos precedentes y las normas internacionales del trabajo ratificado por el país, así como los pronunciamientos de los órganos de control internacional.

			Finalmente, la sexta materia es la “libertad de expresión” en el mundo del trabajo, para lo que el profesor Emilio Koipatic y su colega Francisca Contardo nos traen la sentencia de la Corte de Apelaciones de Santiago, donde una trabajadora es despedida por ejercer su derecho fundamental. La sentencia significa un avance en la protección de los derechos laborales en Chile, porque garantiza que los trabajadores puedan expresar su opinión al empleador sin el temor de sufrir represalias al ejercer este derecho.

			Este segundo número de la Gaceta es la consolidación de este esfuerzo por traer al lector/a latinoamericano/a la más valiosa jurisprudencia emitida en el año anterior, al que se tiene acceso directo con el enlace que proporciona cada uno de los estudios publicados.

			Agradecer a mis colegas por la desinteresada labor en seleccionar y comentar la sentencia escogida, robando tiempo a sus labores académicas y tareas profesionales con la satisfacción que su lectura contribuya a fortalecer al derecho del trabajo de la región y a nuestros lectores digitales.

			Reconocer a Palestra Editores por continuar con su tarea de edición, publicación y distribución digital en la región de nuestra Gaceta de Jurisprudencia Laboral Latinoamericana.

			Lima, febrero de 2025
Miguel F. Canessa Montejo

		

	
		

		
			PRIMERA PARTE 

LIBERTAD SINDICAL

		

		

	
		

		
			
I. SISTEMA INTERNACIONAL DE DERECHOS HUMANOS

			
Caso “Miembros del Sindicato Único de Trabajadores de ECASA (SUTECASA) vs. Perú” (Excepciones preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas)

			Miguel F. Canessa Montejo

			1.	DATOS PRELIMINARES

			Órgano decisorio: Corte Interamericana de Derechos Humanos.

			Fecha de resolución: 6 de junio de 2024.

			Detalles del caso: Miembros del Sindicato Único de Trabajadores de ECASA (SUTECASA) vs. Perú (San José: Secretaría de la Corte, Serie C, N.º 526).

			Cuestiones jurídicas: El derecho a la negociación colectiva (artículo 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos); las garantías judiciales y a la protección judicial (artículos 8.1 y 25.1 y 25.2.c de la Convención Americana sobre Derechos Humanos).

			Legislación nacional aplicable: Decreto Supremo N.º 057-90-TR y Decreto Supremo N.º 107-90-PCM.

			Casos relacionados: Caso Baena Ricardo y otros vs. Perú (Sentencia de 2 de febrero de 2001 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. San José: Secretaría de la Corte, Serie C, N.º 72). Caso Lagos del Campo vs. Perú (Sentencia de 31 de agosto de 2017 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. San José: Secretaría de la Corte, Serie C, N.º 340). Opinión Consultiva sobre Libertad Sindical con enfoque de género (Opinión Consultiva de 5 de mayo de 2021 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. San José: Secretaría de la Corte, Serie A, N.º 27). Caso Extrabajadores del Organismo Judicial vs. Guatemala (Sentencia de 17 de noviembre de 2021 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. San José: Secretaría de la Corte: Serie C, N.º 445).

			Enlace digital de la sentencia: www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_526_esp.pdf

			Resumen del caso:

			El 25 de junio de 1990 la Empresa Comercializadora de Alimentos S. A. (ECASA) firmó un Convenio Colectivo con el Sindicato Único de Trabajadores de ECASA (SUTECASA), con vigencia de mayo de 1990 a abril de 1991. En dicho convenio se establecieron beneficios para los trabajadores, entre ellos, una asignación escolar, una bonificación por quinquenio, un aumento general y tres incrementos adicionales. El 17 de agosto de 1990 se emitió el Decreto Supremo N.º 057-90-TR, que prohibió a empresas como ECASA otorgar incrementos salariales en virtud de convenios colectivos. El 24 de agosto de 1990 se emitió el Decreto Supremo N.º 107-90-PCM, que estableció cómo sería el incremento en las entidades a las que se refería el Decreto Supremo N.º 057-90-TR. 

			El 13 de septiembre de 1990 SUTECASA interpuso una acción de amparo para que los Decretos Supremos fueran declarados inaplicables, por contravenir el convenio colectivo. El 14 de diciembre de 1990 el Octavo Juzgado Civil de Lima resolvió, como medida cautelar, dejar sin efectos los Decretos Supremos hasta que se dictara la sentencia de amparo. El 22 de abril de 1991 el mismo Juzgado emitió una sentencia en la que declaró fundada la demanda de amparo y dejó sin efectos los Decretos Supremos respecto de los miembros del Sindicato. El 27 de septiembre de 1991 la Sexta Sala Civil de Lima confirmó la sentencia, y el 25 de junio de 1996 el Tribunal Constitucional ordenó devolver lo actuado a la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia para que dispusiera su ejecución. 

			Junto con el proceso de amparo, se tramitó un expediente relativo a la medida cautelar, en el que, además de dejar sin efectos de forma provisional los Decretos Supremos, se presentaron diversas actuaciones, incluso posteriores a la decisión que ordenó ejecutar lo decidido en el amparo. Asimismo, durante el proceso de ejecución de la sentencia de amparo se emitieron múltiples resoluciones y las partes presentaron diversos escritos. Finalmente, mediante decisión de 22 de abril de 2021, el Décimo Juzgado Constitucional de la Corte Superior de Justicia de Lima ordenó el archivo definitivo del proceso, declaró que los Decretos no fueron aplicados a los empleados de ECASA y concluyó que no correspondía el pago de ninguna suma. Luego de resolver los recursos interpuestos contra esta decisión, mediante Resolución N.º 511 de 23 de julio de 2021 el Décimo Juzgado Especializado en lo Constitucional de la Corte Superior de Justicia de Lima dispuso el archivo del expediente1. 

			2.	EXTRACTOS RELEVANTES DE LA SENTENCIA

			Para efectos del análisis, se han omitido las partes “I. Introducción de la causa y objeto de la controversia”, “II. Procedimiento ante la Corte”, “III. Competencia”, “IV. Excepciones preliminares”, “V. Consideraciones previas”, “VI. Pruebas” y “VII. Hechos”, centrando la selección de extractos sobre el fondo. 

			“VIII. Fondo

			132. En este apartado la Corte procederá a analizar las alegadas violaciones a los artículos 4, 8.1, 16, 21, 23.1.a), 25.1, 25.2.c) y 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con lo dispuesto en los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado, según los argumentos presentados por la Comisión Interamericana y las partes. Estas alegadas violaciones se enmarcan en: (i) el trámite de un recurso de amparo interpuesto por los integrantes del Sindicato Único de Trabajadores de ECASA (SUTECASA), en el que solicitaron que se les declararan inaplicables los Decretos Supremos N.º 057-90-TR y N.º 107-90-PCM y que dio como resultado una sentencia favorable a sus intereses, y (ii) en el trámite del proceso de ejecución de dicha sentencia, que se prolongó por 28 años. 

			[…]

			VIII.1 Derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial

			[…]

			143. Esta Corte ha sostenido de forma reiterada que, en los términos del artículo 25 de la Convención, es posible identificar dos obligaciones específicas que recaen en los Estados. La primera, derivada del numeral primero, que consiste en consagrar normativamente y asegurar la debida aplicación de recursos efectivos que puedan ser ejercidos ante autoridades competentes, que amparen a todas las personas bajo su jurisdicción contra actos que violen sus derechos fundamentales. La segunda, que se desprende del numeral segundo, literal c), referida a garantizar los medios para ejecutar las respectivas decisiones y sentencias definitivas emitidas por tales autoridades, de manera que se protejan efectivamente los derechos declarados o reconocidos. 

			144. Por otro lado, de acuerdo con el artículo 8.1 de la Convención y como parte del derecho a la justicia, la Corte ha sostenido que los procesos deben llevarse dentro de un plazo razonable, por lo que, en atención a la necesidad de garantizar los derechos de las personas perjudicadas, una demora prolongada puede llegar a constituir, por sí misma, una violación de las garantías judiciales. 

			[…]

			B.1. El amparo como recurso judicial efectivo y la garantía del plazo razonable

			[…]

			152. La Corte recuerda que ha considerado cuatro elementos para analizar si se cumplió con la garantía del plazo razonable, a saber: (i) la complejidad del asunto2, (ii) la actividad procesal del interesado3, (iii) la conducta de las autoridades judiciales4, y (iv) la afectación generada en la situación jurídica de la presunta víctima5. Corresponde al Estado justificar, con fundamento en los criterios señalados, la razón por la cual ha requerido del tiempo transcurrido para tratar los casos y, en la eventualidad de que no lo demuestre, la Corte tiene amplias atribuciones para hacer su propia estimación al respecto. 

			[…]

			

			B.2. El deber estatal de dar cumplimiento a las decisiones judiciales que estiman procedente un recurso

			[…]

			159. Este Tribunal recuerda que la responsabilidad estatal no termina cuando las autoridades competentes emiten una decisión o sentencia, sino que se requiere que el Estado garantice los medios y mecanismos eficaces para ejecutar las decisiones definitivas, de modo que se protejan efectivamente los derechos a los que hace referencia la decisión que se pretende ejecutar, mediante la aplicación idónea del pronunciamiento. Lo anterior, porque una sentencia con carácter de cosa juzgada otorga certeza sobre el derecho o controversia discutida en el caso concreto y, por ende, tiene como uno de sus efectos la obligatoriedad y necesidad de cumplimiento. Lo contrario supone la negación del derecho involucrado. 

			160. En consonancia con lo anterior, la Corte ha establecido de forma reiterada que, para lograr plenamente la efectividad de una sentencia, su ejecución debe ser completa, prefecta, integral y sin demora. Asimismo, ha resaltado que la ejecución de las sentencias debe ser regida por estándares específicos que permitan hacer efectivos los principios, inter alia, de tutela judicial, debido proceso, seguridad jurídica y Estado de Derecho. 

			[…]

			166. La Corte recuerda que, conforme a su jurisprudencia, el artículo 8.1 de la Convención involucra la obligación del Estado de garantizar que las decisiones judiciales satisfagan el fin para el que fueron concebidas. Esto último no significa que un recurso siempre deba ser acogido, sino que se debe garantizar su capacidad de producir el resultado para el que fue concebido. En ese sentido, el derecho al debido proceso impone que los procesos judiciales deban regirse, entre otros, por los principios de economía procesal, celeridad y lealtad procesal. Los principios de economía procesal y celeridad imponen que las actividades del proceso deban llevarse a cabo en el menor tiempo posible, en atención, entre otros, a la complejidad de la controversia, y se relaciona con la garantía del plazo razonable, a la que hace referencia de forma explícita el artículo 8.1 de la Convención y cuya violación fue analizada en el apartado anterior (supra párrs. 152 a 156). Por su parte, el principio de lealtad procesal indica que no se debe usar el proceso o los medios y recursos legales, sino de conformidad con los fines para los cuales se establecieron, de modo que sean un instrumento para la defensa de los derechos y no para dificultar su aplicación. En ese sentido, esta Corte ha sostenido, por ejemplo, que los fiscales, como partes de un proceso, deben actuar con profesionalismo, buena fe y lealtad procesal. 

			[…]

			171. Sobre este asunto, el Estado sostuvo que ‘ha adoptado una serie de leyes dirigidas a compatibilizar el pago de sentencias con el principio de justicia y legalidad presupuestaria, así como la modificación de leyes y normas de rango inferior referidas al cumplimiento de sentencias y fallos judiciales’. Sin embargo, la Corte recuerda que no sólo la supresión o expedición de normas en el derecho interno garantizan los derechos contenidos en la Convención Americana, de conformidad a la obligación comprendida en su artículo 2, sino que se requiere el desarrollo de prácticas estatales conducentes a la observancia efectiva de los derechos y libertades allí consagrados. En consecuencia, la existencia de una norma no garantiza por sí misma que su aplicación sea adecuada. En ese sentido, pese a lo afirmado por el Estado, esta Corte ha conocido otros casos relacionados con el incumplimiento de decisiones judiciales y la demora en la ejecución de sentencias de amparo referidos, entre otros, al pago de retribuciones salariales, pensiones y otros conceptos, lo que permite sostener que este es un asunto que excede el caso concreto. Asimismo, la Corte nota que las medidas adoptadas por el Estado no han sido efectivas para suprimir prácticas como el incumplimiento o la demora en la ejecución de decisiones de amparo, que involucran violaciones a derechos convencionales, ni para contribuir a la efectiva garantía de los derechos a los que hacen referencia los artículos 8.1 y 25 de la Convención. A juicio de la Corte, ello implica una violación por parte el Estado del deber de adoptar disposiciones de derecho interno para hacer efectivos los derechos consagrados en la Convención. 

			B.3 Conclusión

			174. En atención a las consideraciones hechas en este apartado, esta Corte concluye que el Estado peruano violó los derechos a las garantías judiciales y protección judicial, consagrados en los artículos 8.1, 25.1 y 25.2.c) de la Convención Americana, en relación con las obligaciones de respetar y garantizar los derechos y de adoptar disposiciones de derecho interno, establecidas en los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado, en perjuicio de los integrantes del Sindicato Único de Trabajadores de ECASA (SUTECASA) identificados en el Anexo I de esta Sentencia y de aquellas personas que acrediten su pertenencia al sindicato, en virtud de lo dispuesto en el párrafo 217 de esta Sentencia. 

			VIII.2 Derechos a la Libertad de Asociación, Participación en la dirección de asuntos públicos y Negociación Colectiva

			[…]

			B.1 Contenido y alcance del artículo 26 de la Convención Americana, en relación con el derecho a la negociación colectiva

			187. La Corte ha reconocido que tanto los derechos civiles y políticos, como los económicos, sociales, culturales y ambientales son inescindibles, por lo que su reconocimiento y goce indefectiblemente se guían por los principios de universalidad, indivisibilidad, interdependencia e interrelación. Lo anterior indica que ambas categorías de derechos deben ser entendidas integralmente y de forma conglobada como derechos humanos, sin jerarquías entre sí y como exigibles en todos los casos ante las autoridades que resulten competentes. Asimismo, debe considerarse que los derechos humanos son interdependientes e indivisibles por lo que no es admisible la hipótesis de que los DESCA queden abstraídos del control jurisdiccional de este Tribunal. 

			188. Por otra parte, la Corte recuerda que los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales han sido derechos reconocidos y protegidos a través del artículo 26 de la Convención en diferentes oportunidades. Así, este Tribunal ha establecido que una interpretación literal, sistemática, teleológica y evolutiva respecto al alcance de su competencia permite concluir que el artículo 26 de la Convención Americana protege aquellos derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura contenidas en la Carta de la OEA. Asimismo, ha reconocido que los alcances de estos derechos deben ser entendidos en relación con el resto de las cláusulas de la Convención Americana, por lo que están sujetos a las obligaciones generales contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención y pueden ser objeto de supervisión por parte de este Tribunal en términos de los artículos 62 y 63 del mismo instrumento. Esta conclusión se fundamenta no solo en cuestiones formales, sino que resulta de la interdependencia e indivisibilidad de los derechos civiles y políticos y los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales, así como de su compatibilidad con el objeto y fin de la Convención, que es la protección de los derechos fundamentales de los seres humanos. En ese sentido la Corte ha establecido que corresponderá, en cada caso concreto que requiera un análisis de los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales, determinar si, de la Carta de la OEA, se deriva explícita o implícitamente un derecho humano protegido por el artículo 26 de la Convención Americana, así como los alcances de dicha protección181. Por esa razón, la Corte procederá a establecer si el derecho a la negociación colectiva es un derecho protegido por el artículo 26 de la Convención.

			B.1.1. La negociación colectiva como derecho protegido por el artículo 26 de la Convención Americana

			189. A continuación, la Corte procederá a establecer si el derecho a la negociación colectiva es un derecho autónomo justiciable a la luz del artículo 26 de la Convención Americana. Al respecto, la Corte nota que este derecho se desprende del artículo 45 incisos c) y g) de la Carta de la OEA. En particular, el artículo 45.c) establece que ‘[l]os empleadores y los trabajadores, tanto rurales como urbanos, tienen el derecho de asociarse libremente para la defensa y promoción de sus intereses, incluyendo el derecho de negociación colectiva […]’ (énfasis añadido). De modo que existe una referencia con suficiente grado de especificidad a la negociación colectiva para derivar su existencia y reconocimiento de la Carta de la OEA. Conforme a lo anterior, la Corte concluye que el derecho a la negociación colectiva es un derecho autónomo, protegido por el artículo 26 de la Convención, cuyos alcances deberán ser determinados a la luz del corpus iuris internacional.

			190. Aunque se trata de un derecho autónomo, la Corte coincide con el Comité de Libertad Sindical de la OIT en que constituye un componente esencial de la libertad sindical, en la medida en que ‘[u]no de los principales objetivos buscado por los trabajadores al ejercer el derecho de sindicación es el negociar colectivamente sus términos y condiciones de trabajo’. En ese sentido, se establecerá el contenido y alcance de la negociación colectiva, en relación con el derecho a la libertad sindical. 

			191. El derecho a la libertad sindical ha sido considerado por esta Corte no solo como un derecho inherente e inalienable de toda persona humana, reconocido en el derecho interno de los Estados y en diversos instrumentos internacionales en materia de derechos humanos, sino además como un principio general de derecho internacional. Así, por ejemplo, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre establece en su artículo XXII que toda persona tiene derecho a ‘asociarse con otras para promover, ejercer y proteger sus intereses legítimos de orden político, económico, religioso, social, cultural, profesional, sindical o de cualquier otro orden’. Por su parte, el Protocolo de San Salvador dispone, en su artículo 8, que los Estados Partes deberán garantizar ‘el derecho de los trabajadores a organizar sindicatos y a afiliarse al de su elección, para la protección y promoción de sus intereses’.

			[…]

			198. Finalmente, la Corte encuentra que el carácter autónomo del derecho a la negociación colectiva ha sido reconocido también por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Así, a partir del caso Demir y Baykara contra Turquía, hubo un cambio jurisprudencial derivado de la evolución del derecho del trabajo, tanto a nivel internacional como nacional y de la práctica de los Estados, de acuerdo con el cual dicho Tribunal ha sostenido que el derecho a negociar colectivamente con el empleador constituye, en principio, uno de los elementos esenciales del derecho a fundar sindicatos y a sindicalizarse para la defensa de sus intereses, al que hace referencia el artículo 11 del Convenio Europeo de Derechos Humanos. Esta determinación ha sido reiterada en las decisiones adoptadas en los casos del Sindicato ‘El Buen Pastor’ contra Rumania y Asociación de funcionarios y sindicato para la negociación colectiva y otros contra Alemania.

			199. Con fundamento en lo anterior, la Corte reitera lo señalado en la OC–27/21, en el sentido de que el derecho a la negociación colectiva constituye un componente esencial de la libertad sindical, en tanto comprende los medios necesarios para que los trabajadores y las trabajadoras se encuentren en condiciones de defender y promover sus intereses. De esta forma, en consideración a lo señalado por los Convenios No. 98 y 154 de la OIT, los Estados deben abstenerse de realizar conductas que limiten a los sindicatos a ejercer el derecho de negociar para tratar de mejorar las condiciones de vida y de trabajo de aquellos a quienes representen, lo que implica que las autoridades se abstengan de intervenir en los procesos de negociación. Por lo tanto, tal como lo ha señalado el Comité de Libertad Sindical, la intervención del Estado para limitar la negociación colectiva viola el derecho de las organizaciones de gestionar sus actividades y formular su programa. Asimismo, los Estados deben adoptar medidas que estimulen y fomenten entre los trabajadores y las trabajadoras, y los empleadores y las empleadoras, el pleno desarrollo y uso de procedimientos de negociación voluntaria, con objeto de reglamentar por medio de contratos colectivos las condiciones del empleo. Además, la Corte reitera lo establecido en la OC–27/21 y recuerda que el derecho a la negociación colectiva, como parte esencial de la libertad sindical, está compuesto de diversos elementos, que incluyen, como mínimo: a) el principio de no discriminación del trabajador o trabajadora en ejercicio de la actividad sindical, pues la garantía de igualdad es un elemento previo para una negociación entre empleadores y empleadoras, y trabajadores y trabajadoras; b) la no injerencia directa o indirecta de los empleadores en los sindicatos de trabajadores y trabajadoras en las etapas de constitución, funcionamiento y administración, pues puede producir desbalances en la negociación que atentan en contra del objetivo de los trabajadores y las trabajadoras de mejorar sus condiciones de vida y de trabajo mediante negociaciones colectivas y por otros medios lícitos, y c) el estímulo progresivo a procesos de negociación voluntaria entre empleadores y empleadoras, y trabajadores y trabajadoras, que permitan mejorar, a través de contratos colectivos, las condiciones del empleo.

			B.2. La libertad de asociación

			200. El artículo 16.1 de la Convención Americana reconoce el derecho de las personas de asociarse libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, culturales, deportivos o de cualquier otra índole. En ese sentido, este Tribunal ha sostenido que el derecho de asociación se caracteriza por habilitar a las personas para crear o participar en entidades u organizaciones con el objeto de actuar colectivamente en la consecución de los más diversos fines, siempre y cuando estos sean legítimos. De modo que, quienes están bajo la jurisdicción de los Estados Parte tienen el derecho de asociarse libremente con otras personas, sin intervención de las autoridades públicas que limiten o entorpezcan el ejercicio del referido derecho. Se trata del derecho a agruparse con la finalidad de buscar la realización común de un fin lícito, y la correlativa obligación negativa del Estado de no presionar o entrometerse de forma tal que pueda alterar o desnaturalizar dicha finalidad. Además, de la libertad de asociación también se derivan obligaciones positivas de prevenir los atentados en su contra, proteger a quienes la ejercen, e investigar las violaciones a dicha libertad. 

			

			201. Asimismo, esta Corte ha sostenido que existe una íntima relación entre la libertad de asociación y la libertad sindical, al tratarse de una relación de género y especie, pues la primera reconoce el derecho de las personas de crear organizaciones y actuar colectivamente en la persecución de fines legítimos, sobre la base del artículo 16 de la Convención Americana, mientras que la segunda debe ser entendida en relación con la especificidad de la actividad y la importancia de la finalidad perseguida por la actividad sindical. 

			202. En esa medida, en materia laboral, este Tribunal ha establecido que la libertad de asociación es un derecho con una dimensión colectiva y una individual. En su dimensión colectiva protege la facultad de constituir organizaciones sindicales y poner en marcha su estructura interna, actividades y programas de acción, sin intervención de las autoridades públicas que limite o entorpezca el ejercicio del respectivo derecho. Por otra parte, en su dimensión individual, supone que cada persona pueda determinar sin coacción alguna si desea o no formar parte de la asociación. Adicionalmente, el Estado tiene el deber de garantizar que las personas puedan ejercer libremente su libertad sindical sin temor de que serán sujetos a violencia alguna, pues de lo contrario se podría disminuir la capacidad de las agrupaciones de organizarse para la protección de sus intereses. En este sentido, la Corte ha resaltado que la libertad de asociación en materia laboral ‘no se agota con el reconocimiento teórico del derecho a formar agrupaciones, sino que comprende [,] además, inseparablemente, el derecho apropiado para ejercer esa libertad’.

			B.3 El derecho a participar en la dirección de asuntos públicos

			203. El artículo 23.1.a) de la Convención indica que todos los ciudadanos deben gozar del derecho y la oportunidad de ‘participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos’. A juicio de esta Corte, dicho derecho comprende la posibilidad de que las personas se asocien para la conformación de sindicatos, como medio para participar en la dirección de asuntos públicos en el marco de una sociedad democrática. En ese sentido, este Tribunal ha reconocido la relación existente entre los derechos políticos y la libertad de asociación, y su importancia para el juego democrático. También ha señalado que, cuando las violaciones de derechos humanos se vinculan al ejercicio de la libertad sindical pueden tener un efecto amedrentador en las organizaciones respectivas, afectando su capacidad de agruparse para defender sus intereses. 

			204. Asimismo, esta Corte ha sostenido que el ejercicio efectivo de los derechos políticos constituye un fin en sí mismo y, a la vez, un medio fundamental que las sociedades democráticas tienen para garantizar los demás derechos humanos previstos en la Convención. Además, de conformidad con el artículo 23.1 convencional, sus titulares, es decir, los ciudadanos, no sólo deben gozar de derechos, sino también de ‘oportunidades’. Este último término implica la obligación de garantizar con medidas positivas que toda persona que formalmente sea titular de derechos políticos tenga la oportunidad real para ejercerlos. 

			205. Conforme a lo anterior, la Corte considera necesario analizar en este caso concreto, si las violaciones alegadas habrían impactado también el derecho a participar en la dirección de los asuntos públicos en cabeza de los integrantes del sindicato. 

			B.4 Análisis del caso concreto

			206. En relación con el derecho a la negociación colectiva y el alegado incumplimiento de lo acordado en el texto del Convenio Colectivo 90/91, la Corte encuentra que en Perú fueron aprobados en agosto de 1990 los Decretos Supremos N.º 057-90-TR y N.º 107-90-PCM que dejaron sin efectos los incrementos salariales establecidos por decisión unilateral del empleador o en virtud de convenios colectivos. Dichos Decretos desconocieron los derechos de los miembros SUTECASA y, por tal razón, mediante sentencia de amparo, fueron declarados sin efectos. Al respecto, el Juez Octavo Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima sostuvo: 

			

			[L]os Convenios Colectivos de trabajo entre trabajadores y empleadores tienen fuerza de ley entre las partes; siendo irrenunciables los derechos reconocidos a los trabajadores; y, porque su ejercicio está garantizado por la Constitución y por los Convenios Colectivos de la Organización Internacional de Trabajo OIT relativos a la aplicación de los principios del derecho de sindicalización y de [n]egociación colectiva […].

			207. Conforme a lo anterior, la Corte nota que hubo una violación del derecho a la negociación colectiva, ocurrida como consecuencia de la aprobación de los referidos Decretos, la cual comenzó a ser reparada mediante la decisión judicial que los declaró inaplicables. Sin embargo, tal como se desprende del análisis efectuado en el apartado ‘deber estatal de dar cumplimiento a las decisiones judiciales que estiman procedente un recurso’ (supra párrs. 157 a 173), el proceso de ejecución de la sentencia de amparo tardó 28 años, durante los cuales los miembros del sindicato tuvieron incertidumbre sobre la aplicación de los Decretos y los efectos de la sentencia de amparo. 

			208. En esa medida, la demora en la ejecución de la sentencia, además de constituir una violación al artículo 25.2.c) de la Convención, es contraria al derecho a la negociación colectiva, que comprende no solo el derecho a negociar, sino también el derecho a que se cumpla con lo pactado, bajo el entendido de que los acuerdos producto de la negociación colectiva deben ser de obligatorio cumplimiento para las partes. 

			209. Ahora bien, mediante decisión de 22 de abril de 2021, el Décimo Juzgado Constitucional de la Corte Superior de Justicia de Lima ordenó el archivo definitivo del proceso, declaró que los Decretos no fueron aplicados a los empleados de ECASA y concluyó que no correspondía el pago de ninguna suma. Al respecto, este Tribunal considera que, independiente de la decisión del 22 de abril de 2021, la falta de seguridad –durante 28 años– sobre los efectos de la decisión de amparo favorable a los intereses del sindicato, impactó el derecho a la negociación colectiva, en particular en lo referido a la obligación del Estado de respetar los acuerdos firmados y velar por su aplicación de buena fe (supra párr. 195). A juicio de la Corte, el Estado estaba en la obligación de determinar de forma oportuna y en respeto de los compromisos asumidos en el Convenio Colectivo, si los Decretos Supremos habían sido aplicados a los miembros del Sindicato y se adeudaba a dichas personas una suma de dinero. Por el contrario, la incertidumbre que produjo la prolongación del proceso de ejecución de la sentencia hizo ilusorio lo pactado y, por ello, constituye una violación del derecho a la negociación colectiva en relación con la obligación de respetar y garantizar los derechos, en perjuicio de los miembros del Sindicato Único de Trabajadores de ECASA (SUTECASA). Además, debido a la relación existente entre el derecho a la negociación colectiva, en tanto componente de la libertad sindical, y la libertad de asociación y el derecho a la participación en la dirección de los asuntos públicos, la Corte estima que la conducta del Estado desconoció también estos últimos.

			B.5 Conclusión

			210. Conforme a lo establecido en los párrafos precedentes, la Corte encuentra que el Estado es responsable por la violación de la libertad de asociación, del derecho a la participación en la dirección de asuntos públicos y del derecho a la negociación colectiva, consagrados en los artículos 16.1, 23.1.a) y 26 de la Convención Americana, en relación con la obligación de respetar y garantizar los derechos establecida en el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de los integrantes del Sindicato Único de Trabajadores de ECASA (SUTECASA) identificados en el Anexo I de esta Sentencia y de aquellas personas que acrediten su pertenencia al sindicato, en virtud de lo dispuesto en el párrafo 217 de esta Sentencia”. 

			3.	ANÁLISIS DEL CASO

			La sentencia del Caso SUTECASA puede dividirse en dos importantes apartados. Por un lado, el derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial por la excesiva demora de la ejecución de las decisiones judiciales (28 años). Por otro lado, el derecho de negociación colectiva, en razón que las normas internas (los decretos supremos peruanos) suspenden la aplicación de los incrementos salariales del convenio colectivo, aunque la materia más relevante de este apartado es si el derecho de negociación colectiva está protegido por la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante Convención). En base a esta división abordamos el comentario, poniendo el mayor énfasis en la segunda sección por su importancia para el continente.

			3.1.	El derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial

			Luego de suscribir el convenio colectivo por el Sindicato de Trabajadores de la Empresa ECASA (en adelante SUTECASA) que incluye un incremento salarial. El gobierno de Fujimori promulga dos decretos supremos que tienen por finalidad suspender cualquier incremento salarial a favor de los trabajadores del sector público, incluyendo los obtenidos por negociación colectiva, lo que afecta a los trabajadores de SUTECASA. Por ello, la organización sindical presenta un recurso de amparo, con lo que logra por medio de la sentencia que se ordene la inaplicación de los dos decretos supremos. Sin embargo, la ejecución de la sentencia se entrampa en diversas instancias, por lo que luego de transcurrido 28 años no existe la certeza jurídica de su cumplimiento.

			En el caso Boleso vs. Argentina, analizado en el anterior número de la Gaceta, resaltamos que la excesiva demora en el trámite de amparo condujo a la Corte Interamericana a señalar que cualquier controversia judicial debe resolverse en un tiempo razonable y que una demora prolongada puede llevar a constituir una violación de derecho a las garantías judiciales6. Aquí la controversia es muy similar, por lo que no es extraño que la Corte llame la atención de que este proceso debió llevarse dentro de un plazo razonable, por lo que la demora prolongada constituye, por sí misma, una violación de las garantías judiciales.

			También la Corte subraya que existe la obligación de los Estados en garantizar los medios y mecanismos eficaces para ejecutar las decisiones judiciales firmes, porque la responsabilidad estatal no termina cuando el organismo judicial emite una decisión o sentencia. Esto es fundamental, porque como se retrata en los hechos, la organización sindical obtiene una sentencia firme, pero que en la práctica resulta imposible en ejecutar. Así, la Corte señala que solo se cumple con esta obligación cuando la ejecución de la sentencia es completa, perfecta, integral y sin demora.

			La Corte identifica que en Perú sistemáticamente se incumplen las decisiones judiciales y la demora en la ejecución de las sentencias de amparo con contenido laboral (por ejemplo, el pago de retribuciones salariales, pensiones y otros conceptos). Para justificar su apreciación, la Corte hace un listado de casos contenciosos del país andino que se le han sometido y en todos ellos concluye que existe la violación de las garantías judiciales y la protección judicial. Esto resulta muy preocupante, porque pone en tela de juicio el funcionamiento de la justicia constitucional y laboral del país, especialmente cuando la controversia tiene un contenido patrimonial.

			Por ello, la Corte concluye que el Estado peruano violó los derechos a las garantías judiciales y protección judicial que están consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio de los integrantes de SUTECASA.

			3.2.	El derecho a la negociación colectiva (art. 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos)7 

			La lectura de esta sentencia debe estar inmersa en el desarrollo jurisprudencial que la Corte Interamericana viene implementada desde el caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá de 2001, cuando, por primera vez, aborda una materia jurídica laboral distinta a sus anteriores fallos donde la controversia eran los homicidios o las desapariciones forzadas que sufren los sindicalistas en la región. 

			En el caso Baena, la Corte adopta un concepto de libertad sindical, apoyado en los pronunciamientos del Comité de Libertad Sindical y de la Comisión de Expertos de la OIT, donde señala: 

			la libertad de asociación, en materia de libertad sindical, consiste básicamente en la facultad de constituir organizaciones sindicales y poner en marcha su estructura interna, actividades y programas de acción, sin intervención de las autoridades públicas que limite o entorpezca el ejercicio del respetivo derecho. Por otra parte, esta libertad supone que cada persona pueda determinar sin coacción alguna si desea o no formar parte de la asociación. Se trata, pues, del derecho fundamental de agruparse para la realización común de un fin lícito sin presiones o intromisiones que puedan alterar o desnaturalizar su finalidad8. 

			En base a este concepto, la Corte viene abordando las controversias sobre libertad sindical que le someten y podemos comprender su evolución jurisprudencial, como ocurre con esta sentencia. 

			Si bien no existe controversia que el derecho-libertad de asociación en materia laboral está recogido en el artículo 16.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos9, no ocurre lo mismo con el derecho a la negociación colectiva, porque este derecho no está recogido expresamente en la Convención. Por ello, la Corte se aboca a dos tareas. Por un lado, establecer si el derecho a la negociación colectiva está recogido como derecho exigible en el sistema interamericano de derechos humanos. Por otro lado, si el derecho a la negociación colectiva está protegido por la Convención.

			Aquí merece destacarse que la Corte inicia su análisis resaltando el carácter universal, indivisible, interdependiente e interrelacionado de los derechos humanos, esto en razón al carácter inescindible que existe entre los derechos civiles y políticos (en adelante derechos civiles), y los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales (en adelante derechos sociales). En la tradición jurídica latinoamericana, la lectura de los derechos humanos es vista como una unidad jurídica que consagra un conjunto de derechos básicos de la persona en cada uno de los escenarios del mundo de la vida. Sin embargo, un sector de la tradición jurídica occidental sigue dividiendo a los derechos humanos entre los derechos civiles y los derechos sociales, conforme lo recogen los Pactos Internacionales de 1966, a pesar que los propios Pactos y los órganos de Naciones Unidas han señalado reiteradamente que esto no debe interpretarse como una división o una jerarquización entre ellos10. Esto explica porque la Corte subraya que ambas categorías de derechos deben ser entendidas integralmente, descartar cualquier jerarquías entre sí y que resultan exigibles. 

			La argumentación de la Corte provendría de un rechazo a la interpretación que considera a los derechos sociales mermados frente a los derechos civiles. De allí que la Corte Interamericana ponga el énfasis en eliminar cualquier interpretación que menoscabe a los derechos sociales como pertenecientes a los derechos humanos. Esta lectura de la Corte tiene por premisa la identificación de los derechos laborales —el derecho a la negociación colectiva— como derechos sociales. 

			Si bien comparto la posición de la Corte en rechazar que los derechos sociales no son exigibles como los derechos civiles. Sin embargo, considero que es erróneo identificar mecánicamente que los derechos laborales son derechos sociales. En realidad, la división de los derechos humanos entre derechos civiles y derechos sociales le resulta ajeno a los derechos laborales, porque los derechos laborales son simultáneamente derechos que exigen la no interferencia del Estado o de terceros en su ejercicio, como los derechos civiles, y también son derechos que exigen una prestación estatal o de un tercero, como los derechos sociales. Por ejemplo, la libertad de trabajo, la libertad sindical o el derecho de huelga están en el primer grupo; mientras que el derecho a la seguridad social, la seguridad y la salud en el trabajo o el salario mínimo están en el segundo grupo. Por ello, los derechos laborales no encajan en esta división y resulta difícil encuadrarlos exclusivamente en alguna de las dos categorías.

			Tomando en consideración que el artículo 26 de la Convención protege a los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura establecidos en la Carta de la OEA. La Corte resalta que el artículo 45.c) de la Carta de la OEA expresamente reconoce el derecho de negociación colectiva, por lo que puede afirmarse que existe una conexión directa del derecho a la negociación colectiva recogido en la Carta de la OEA y el artículo 26 de la Convención. Esto le conduce a la Corte a sostener que el derecho de negociación colectiva es un derecho autónomo protegido por el artículo 26 de la Convención.

			Ahora bien, esa autonomía jurídica del derecho de negociación colectiva no debe llevar a confundir que está excluido como uno de los componentes esenciales de la libertad sindical. En la Opinión Consultiva sobre los derechos a la libertad sindical, negociación colectiva y huelga, y su relación con otros derechos, con perspectiva de género de 2021, la Corte afirma que el derecho de negociación colectiva constituye un elemento esencial de la libertad sindical11.

			Justamente con esta sentencia, la Corte Interamericana traslada el análisis jurídico desarrollado en la Opinión Consultiva, que no tiene un carácter vinculante, a un fallo judicial obligatorio para Perú. En otras palabras, la Corte plasma los parámetros jurídicos del contenido del derecho a la negociación colectiva y sus obligaciones internacionales que se desprenden de él en la sentencia vinculante para Perú, pero que también está dirigido a los países del continente americano ratificadores de la Convención. 

			Para elaborar dicho contenido e identificar las obligaciones, la Corte recurre a la regulación de los Convenios Nos. 98 y 154 de la OIT, así como a los pronunciamientos del Comité de Libertad Sindical. En primer lugar, la Corte sostiene que el derecho a la negociación colectiva comprende los medios necesarios para que los trabajadores se encuentren condiciones de defender y promover sus intereses. En segundo lugar, los Estados deben abstenerse de realizar conductas que limiten a los sindicatos en el ejercicio del derecho de negociar, lo que implica que las autoridades se abstengan de intervenir en los procesos de negociación. En tercer lugar, la intervención del Estado que limita la negociación colectiva viola el derecho de las organizaciones de gestionar sus actividades y formular su programa. En cuarto lugar, los Estados deben adoptar las medidas que estimulen y fomenten la negociación voluntaria, con objeto de reglamentar por medio de convenios colectivos las condiciones de empleo. 

			Este contenido respalda lo sostenido en párrafos previos, el derecho a la negociación colectiva como derecho laboral, goza de una doble naturaleza. Por un lado, obliga al Estado a no interferir en su ejercicio y, por otro lado, le exige al Estado adoptar medidas que estimulen y fomenten su ejercicio.

			Luego, la Corte identifica los tres elementos que compone el derecho a la negociación colectiva: i) el principio de no discriminación en el ejercicio de la actividad sindical; ii) la prohibición de la injerencia directa o indirecta de los empleadores en las organizaciones sindicales; iii) el estímulo progresivo a la negociación voluntaria.

			En conclusión, el derecho a la negociación colectiva está recogido en el sistema interamericano de derechos humanos y protegido por el artículo 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

			Al trasladar el análisis al caso concreto, la Corte considera que se produce la violación del derecho a la negociación colectiva por la aprobación de la norma interna que deja sin efectos los incrementos salariales establecidos en el convenio colectivo. Asimismo, la demora en la ejecución de la sentencia es contrario al derecho a la negociación colectiva porque afecta al cumplimiento de lo acordado en el convenio colectivo.

			3.3.	La libertad de asociación

			La Corte retoma en esta sentencia el argumento expuesto en el caso Extrabajadores del Organismo Judicial de 2022, donde introduce el distingo entre la libertad de asociación y la libertad sindical12. El Alto Tribunal señala que existe una relación de género y especie entre ambos derechos, donde la libertad de asociación es el derecho de las personas de crear organizaciones y actuar colectivamente en la persecución de fines legítimos, mientras la libertad sindical debe ser entendida en relación con la especificidad de la actividad y la importancia de la finalidad perseguida por la actividad sindical. 

			Agregaría que ese distingo entre ambas libertades, manteniendo la relación de género y especie, también se materializa en una mayor protección jurídica de los sindicalistas (los dirigentes y los trabajadores afiliados) con la libertad sindical, como la protección contra los actos antisindicales y contra los actos de injerencia, lo que no ocurre con la libertad de asociación.

			

			El Alto Tribunal retoma este argumento para asentar que la libertad de asociación en materia laboral no se reduce solo al derecho de constituir organizaciones, sino también para ejercer esa libertad. De este modo, a la Corte le permite agregar que las organizaciones sindicales tienen el derecho a participar en la dirección de los asuntos públicos.

			Al trasladar el análisis al caso concreto, la Corte sostiene que dada la relación existente entre el derecho a la negociación colectiva y la libertad asociación, al producirse una violación sobre el derecho a la negociación colectiva simultáneamente ocurre con la libertad asociación en materia laboral en tanto es uno de sus componentes. 

			3.4.	El derecho a participar en la dirección de los asuntos públicos

			La Corte incorpora a las organizaciones sindicales al mandato del artículo 23.1.a) de la Convención13, en razón que los sindicatos son la plasmación de la libertad de asociación y tienen el derecho de participar en la dirección de los asuntos públicos en una sociedad democrática. De este modo, la Corte encuentra una relación entre los derechos políticos y la libertad de asociación que resulta importante para el juego democrático en los países. Muestra de esa relación se produce cuando la violación al ejercicio de la libertad sindical conduce a un efecto amedrentador sobre las organizaciones y afecta su capacidad para defender sus intereses14. Así, la violación del derecho a la libertad sindical también es una afectación del derecho a la participación política de los sindicalistas y de sus representantes libremente elegidos.

			

			Con la sentencia, aprovecha la Corte para señalar que el sentido de las oportunidades establecida en el artículo 23.1.a) de la Convención se refiere a que el Estado está obligado a garantizar con medidas positivas que toda persona titular de derechos políticos, incluyendo los trabajadores, tenga la oportunidad de ejercerlos.

			Aquí también la Corte deduce que la violación del derecho a la negociación colectiva afecta el derecho a la participación en la dirección de los asuntos públicos, por lo que también es violado el artículo 23.1.a) de la Convención. En mi opinión, el argumento de la Corte es más débil en su justificación, en razón que no existe ese estrecho vínculo entre ambos derechos, como si se produce con la libertad de asociación. Si bien los trabajadores y sus organizaciones sindicales tienen el derecho político a la participación en la dirección de los asuntos políticos, la violación del derecho a la negociación colectiva se enfoca en la prohibición del incremento salarial y a la afectación del cumplimiento del convenio colectivo, pero no afecta directamente en el ejercicio de la actividad sindical de SUTECASA. Más bien, este argumento presentado por la Corte Interamericana resulta debidamente justificado cuando se viola el derecho a la sindicalización, el derecho al ejercicio de la actividad sindical o cuando los trabajadores sufren actos antisindicales. Así que en la futura jurisprudencia tendremos con seguridad reproducido este argumento de una manera más sólida.
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